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En algunas ocasiones, cuando la Universidad de Costa Rica ha invocado la independencia o autonomía, que le fue otorgada por la Asamblea Nacional Constituyente, para impedir que algún ente, órgano o funcionario -ajenos a la Institución- interviniera en sus funciones o en los medios que posee para ejercitar tales funciones, se le ha reprochado que intenta romper la unidad del Estado costarricense o que procura ostentar privilegios o excepciones que no se le han conferido.

Un análisis del contenido y de los alcances jurídicos de la autonomía universitaria costarricense permite llegar a la conclusión de que, al defender y ejercitar su independencia constitucional, la Universidad de Costa Rica no está lesionando al Estado, ni está menoscabando su unidad. Se trata de actuaciones legítimas, son peculiares de la noción de Universidad, que encuentran sustento en el texto de la Constitución Política.

Independencia funcional

La Constitución Política atribuye a la Universidad de Costa Rica independencia para el desempeño de sus funciones (artículo 84). No cabe duda alguna acerca de que, en las funciones específicas universitarias, resulta imposible la existencia de vínculos de subordinación que restrinjan, limiten o impongan determinadas actividades a la institución universitaria. Nadie podría admitir que un decreto o un reglamento emanado del Poder Ejecutivo, o que una ley aprobada por el Poder Legislativo, pudieran llegar a interferir de modo directo en la actividad universitaria propiamente dicha. Se admite, sin discusión, que la actividad docente es una función universitaria y que no se podría regular desde el Poder Ejecutivo, ni desde el Poder Legislativo. Es materia propia de la Universidad. En tal sentido, una ley no podría definir el programa de un curso, ni establecer el sistema de evaluación, ni censurar determinadas materias.

No obstante, las funciones específicas universitarias, la actividad universitaria propiamente dicha, no queda reducida tan solo a las labores docentes. La institución universitaria no es únicamente transmisora de conocimiento, sino también, y con enorme importancia, investigadora de la verdad. Igualmente, es función universitaria la difusión del conocimiento no solo mediante la docencia, sino también mediante actividades de acción social o cultural. La relación de la ciencia y la cultura con la realidad de la nación implica enriquecimientos recíprocos e indispensables. Por otra parte, la ciencia no tiene fronteras territoriales y la actividad universitaria, tampoco. Además, como centro de pensamiento, corresponde a la institución universitaria ser conciencia lúcida o moral de la nación.

La independencia conferida a la Universidad de Costa Rica por la Constitución Política no puede quedar relegada únicamente a sus funciones de carácter docente. Todo aquello que pueda estar comprendido dentro de la amplia noción de cultura superior es también función universitaria.

Cabe agregar que la Constitución Política también refiere la independencia a la República (democrática, libre e independiente), a los Poderes (distintos e independientes entre sí), a las otras Universidades estatales, al Tribunal Supremo de Elecciones (que goza de independencia en el desempeño de su cometido), a la Contraloría General de la República (con independencia funcional), al Tesorero y Subtesorero Nacionales (independientes en el ejercicio de sus funciones) y a las instituciones autónomas (que gozan de independencia administrativa). La Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, por su parte, otorga independencia funcional a este órgano de la Administración Pública.

Algunas de esas independencias se refieren a las funciones propias atribuidas al órgano o ente. No se puede afirmar que tengan un sentido unívoco. Cada una de esas independencias tiene o puede tener un significado distinto. De este modo, la independencia funcional de la Universidad de Costa Rica o de las otras Universidades estatales es muy diferente a la independencia funcional otorgada a la Contraloría General de la República. Es diferente no solo por la distinta materia, sino también por la amplitud e intensidad de la que corresponde a las Universidades. 

Las funciones universitarias

La misión universitaria no queda reducida a la simple docencia. No consiste en una mera capacitación práctica. Es actividad científica. Es capacitación para la ciencia, aproximación a la sabiduría. Esto implica solidaridad de las disciplinas científicas al servicio del hombre, llamado a descubrir la verdad, cada vez más completa, sobre sí mismo y sobre el mundo que lo rodea. La actividad científica nunca es realidad acabada, remite siempre a algo que está por encima del objeto inmediato de los estudios. La vocación de toda universidad es el servicio a la verdad: descubrirla y transmitirla a otros. El intelectual está llamado a dejarse guiar por el «servicio del pensamiento», sublime y difícil ideal, y a cumplir una función de conciencia crítica con respecto a todo lo que constituya peligro para la humanidad o la disminuya.

Las funciones universitarias se resumen en el servicio a la verdad. Una enorme responsabilidad pesa sobre los universitarios. Ser conciencia crítica, lúcida o moral de la nación no es un simple título. Implica graves deberes. La función universitaria no se reduce a preparar profesionales en los más variados ámbitos de la ciencia. También debe contribuir con su función de ser conciencia crítica. No corresponde a la institución universitaria encontrar la solución específica a cada problema que se surja en la sociedad, pero sí le compete sugerir posibilidades científicas a los encargados de ejercer funciones de gobierno, a quienes corresponde encontrar y aplicar la solución concreta.

La actividad científica, aproximación a la verdad, no puede ser considerada nunca como una realidad acabada, como una meta conseguida. Siempre se puede -y se debe- investigar más. Por otra parte, es muy frecuente que en la actividad universitaria existan distintas opiniones, distintos puntos de vista, respecto de determinado sector de la realidad. Los resultados de la actividad científica, las opiniones vertidas por los investigadores, no siempre conducen a conclusiones similares. Los resultados pueden ser diferentes y deberán ser analizados valorando su fundamentación y respetando las diversas opiniones emitidas. La Universidad debe ser un lugar en donde cada investigador, cada docente, cada estudiante, pueda expresar sus opiniones científicas con toda libertad, teniendo la certeza de que aun en el caso de que no sean compartidas, siempre serán respetadas. El único límite que puede señalarse a la actividad científica es la honradez intelectual, esto es, la rectitud en la investigación y en la difusión de sus resultados, acorde con el respeto a la dignidad humana.

La actividad universitaria no puede ser estimada como un simple servicio público de enseñanza, brindado por el Estado o por una institución estatal. La actividad universitaria debe ser, principalmente, la investigación y, junto a ella, la transmisión de esa investigación unida a una cultura humanística. Implica, también, la capacitación para investigar la verdad en cada una de las disciplinas científicas.

El respeto a la diversidad de opiniones científicas no significa que todas ellas tengan un mismo valor o peso, ni que la verdad sea relativa al punto de vista de quien la exprese, o a las circunstancias en que se encuentre. Tendrá mayor valor o peso científico la opinión que más se aproxime a la verdad, la que -por ello- posea mayor autoridad.

La Universidad no es un instrumento al servicio del Gobierno de la República. Está al servicio de la nación, en cuanto resulta beneficiada por el servicio directo que presta la Universidad a la verdad, esto es, a la ciencia: al descubrir la verdad y difundirla. Pero esta referencia a la nación no significa que el servicio se encuentre delimitado por fronteras territoriales. El servicio a la verdad se presta a la humanidad. La cultura superior, el pensamiento, la ciencia, la búsqueda de la verdad, no tienen límites geográficos: son realidades universales, aunque enraizadas en espacios concretos. Este servicio no puede ser brindado sino dentro de la más legítima y amplia libertad posible. La actividad universitaria no puede quedar condicionada, restringida o supeditada a autorizaciones, refrendos o condicionamientos. A los universitarios se les ha confiado un ámbito de libertad muy grande que implica, desde luego, enormes responsabilidades.  

Mucha relación tiene la actividad universitaria -libre en su esencia- con la libertad de pensamiento, la libertad religiosa y la libertad de enseñanza. La libertad de cátedra, con rango de norma constitucional (artículo 87), no es sino una aplicación de la autonomía universitaria, en lo personal, a cada profesor universitario. La libertad de cátedra garantiza la ausencia de coacción o de subordinación pero, al mismo tiempo, obliga a su responsable ejercicio.

La actividad universitaria no puede ser valorada con los mismos términos de eficacia o de eficiencia utilizados para medir una actividad industrial o comercial. El resultado del ejercicio de las funciones universitarias debe ser analizado desde el punto de vista de su fecundidad. Es decir, cuánta aproximación a la verdad se ha logrado en las investigaciones, qué tanta capacitación para la búsqueda y difusión de la verdad se ha logrado obtener en los graduados universitarios. No se trata, por tanto, de medir resultados en objetos o actividades producidos, sino de valorar la capacidad de generación de pensamiento, de ciencia, de sabiduría.

El servicio a la verdad, su búsqueda y su transmisión, es actividad esencialmente libre. Exige libertad no solo en las funciones universitarias propiamente dichas, sino también en la utilización de los medios necesarios para el ejercicio y cumplimiento de tales funciones.

Un numeroso grupo de Rectores de Universidades europeas, con ocasión del noveno centenario de la Universidad de Bolonia, la más antigua de ellas, suscribió la Magna Charta Universitatum el 18 de setiembre de 1988 y, en uno de sus principios fundamentales, se expresó lo siguiente: “La universidad -en el seno de las sociedades organizadas de forma diversa a las condiciones geográficas y a la influencia de la historia- es una institución autónoma que, de manera crítica, produce y transmite la cultura por medio de la investigación y de la enseñanza. Abrirse a las necesidades del mundo contemporáneo exige disponer, para su esfuerzo docente e investigador, de una independencia moral y científica frente a cualquier poder político, económico e ideológico”.

Distintas manifestaciones de la plena capacidad jurídica

Las atribuciones constitucionales de la Universidad de Costa Rica no se refieren solamente a esas amplísimas funciones propias, sino que incluyen también una capacidad jurídica plena destinada a la ejecución efectiva y real de tales funciones. Es decir, la independencia o autonomía está referida no solamente a las funciones, sino también a los medios necesarios para el ejercicio de tales funciones. La Constitución Política asimismo confiere a la Universidad de Costa Rica plena capacidad jurídica para darse su gobierno y su organización propios, así como para adquirir derechos y contraer obligaciones (artículo 84).

La independencia funcional está intrínsecamente ligada con la plena capacidad jurídica. Independencia y plena capacidad jurídica son dos caras de una misma moneda. Expresan una misma noción desde puntos de vista distintos. Son términos intercambiables. De esta manera, se puede hablar con propiedad de plena capacidad jurídica en sus funciones y de independencia en temas de gobierno, organización y capacidad contractual. 

La ausencia de vínculos de dependencia existe con respecto a las funciones y también con respecto a los medios y procedimientos relacionados con esas funciones. La garantía constitucional impide la existencia de restricciones, limitaciones, condicionamientos o imposición de deberes tanto en lo que versa -directa o indirectamente- con las funciones, como en lo atinente a la referida capacidad jurídica plena.

Así como no se discute la independencia de funciones universitarias, no se debería poner en cuestión el respeto exigido a la plena capacidad jurídica de la Universidad de Costa Rica en las distintas dimensiones a las que remite la Constitución Política: gobierno, organización y, en términos generales, capacidad contractual. 

Fines y medios de la Universidad de Costa Rica se encuentran garantizados por el texto de la Constitución Política.

Estas atribuciones constitucionales confieren a la institución universitaria rasgos jurídicos peculiares que impiden que pueda ser confundida con otros entes u órganos estatales.

El patrimonio propio de la Universidad de Costa Rica

Como persona jurídica, con plena capacidad jurídica, la Universidad de Costa Rica posee un patrimonio propio. Así se dispone de modo expreso en los artículos 84 y 85 de la Constitución Política. Aunque es el patrimonio propio de una institución estatal, no debe perderse de vista cuál es la naturaleza peculiar de esta Universidad. Es una institución estatal que goza de independencia en sus funciones y que posee plena capacidad jurídica para darse su gobierno y organización específicos y, además, también posee plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones.

La Universidad de Costa Rica es institución estatal pero su patrimonio -sus bienes- no pertenecen al Estado. La Universidad no es propiedad del Estado. No es una cosa. Es una institución con personería jurídica propia que goza de un particular régimen de independencia. Es estatal pero goza de un especial sistema de autonomía en materias de gobierno, de organización, de capacidad contractual y, obviamente, en sus funciones.

Sus bienes, su patrimonio, no se confunden con los bienes estatales. El Estado no puede disponer de ellos, ni administrarlos como si fueran de su propiedad. El Estado, al igual que cualquier otra persona física o jurídica, pública o privada, está obligado a respetar la propiedad universitaria, está obligado a respetar una propiedad que no es suya, una propiedad que es ajena al Estado.

Algo similar podría afirmarse, al menos en apariencia, del patrimonio de las instituciones autónomas costarricenses. Estas tienen personería jurídica propia. Sin embargo, no tienen gobierno propio: están dirigidas por funcionarios designados por el Gobierno con respecto al que mantienen un fuerte vínculo de subordinación política. Muy diferente sucede en el caso de la Universidad de Costa Rica: tal vínculo de subordinación es inexistente.

Los bienes universitarios no son bienes públicos. Son bienes privados de la Universidad de Costa Rica, institución estatal que posee capacidad jurídica plena para adquirirlos, usarlos, disfrutarlos, enajenarlos y disponer de ellos libremente, sin más límite (natural) que el ejercicio racional y responsable de los derechos. Los bienes universitarios no se rigen por el Derecho público, aplicable a las instituciones públicas, sino por el Derecho privado o, más propiamente, por el Derecho universitario.

Los bienes universitarios no se encuentran incorporados en el conjunto denominado “hacienda pública”. No son hacienda pública, ni se encuentran regulados por las disposiciones aplicables a la hacienda pública. Los bienes universitarios constituyen lo que, con toda propiedad, se denomina hacienda universitaria, que no se confunde con la hacienda pública, ni queda absorbida por ella.

La independencia o autonomía universitaria quedaría notablemente reducida si se admitiera alguna restricción o condicionamiento al ejercicio, directo e inmediato, de sus derechos patrimoniales. No resulta compatible con la independencia funcional, ni con la capacidad jurídica plena para gobernarse y para organizarse, ni con su plena capacidad jurídica contractual, el sometimiento de la Universidad de Costa Rica a un sistema de autorizaciones previas para que pudiera adquirir derechos o pueda contraer obligaciones. No es admisible que su capacidad jurídica plena quede subordinada, para su eficacia o validez, al otorgamiento de refrendo por un órgano ajeno a la propia Universidad de Costa Rica.

En la Asamblea Nacional Constituyente de 1949 participaron activamente diputados que eran universitarios. Lograron la incorporación, en el texto constitucional, de la autonomía universitaria. Una de las dimensiones de la autonomía en que más insistieron fue la de carácter económico. Era preciso garantizarle a la Universidad de Costa Rica recursos económicos suficientes para que desarrollara su función en el ámbito de la cultura superior, sin que tuviera que estar dependiendo, continuamente, de los ingresos que el Gobierno quisiera entregarle discrecionalmente, es decir, de la voluntad de los gobernantes de turno. Para ello se incorporó a la Constitución un artículo que obligaba a entregar a la Universidad de Costa Rica un diez por ciento del presupuesto asignado al Ministerio de Educación Pública. Este artículo fue modificado en 1981 y se estableció un sistema de ingresos económicos para las Universidades estatales, que sustituyó al anterior, pero que continúa siendo garantía económica: una faceta importante de la autonomía universitaria.

De nada serviría tal garantía económica si resultara ser que la aplicación de esos recursos no se pudiera hacer conforme a las necesidades definidas por cada una de las Universidades estatales. De nada serviría si fuera preciso pedirle permiso, previamente, a algún órgano estatal para invertir o gastar tales recursos.

No es posible que, si la Asamblea Nacional Constituyente confió en forma tan amplia en la Universidad de Costa Rica otorgándole independencia en sus funciones y la capacidad jurídica plena, en sus distintas manifestaciones, venga posteriormente el legislador ordinario, o -menos admisible aún- un determinado funcionario administrativo ajeno a la Universidad de Costa Rica, a exigir autorizaciones, a imponer refrendos, a no respetar la plena capacidad jurídica que le confirió la Constitución Política.

Estas indebidas intromisiones en el ámbito universitario no pueden adquirir carta de legitimidad al amparo de resoluciones emanadas de la Sala Constitucional. Si este alto tribunal de la Corte Suprema de Justicia ha interpretado o ha expresado que todos los contratos del Estado y de las instituciones públicas, sin excepción alguna, deben someterse al refrendo de la Contraloría General de la República, resulta abiertamente contrario al texto expreso de la Constitución Política la imposición de una tal obligación a la Universidad de Costa Rica. Una resolución judicial, aunque emane del alto tribunal constitucional, no puede derogar, ni modificar, un texto expreso de la Carta Magna. Admitir otra cosa significaría otorgarle a la Sala Constitucional un poder igual o superior al de una Asamblea Nacional Constituyente. Y, como esto no es posible hacerlo mediante ley, ni mediante resolución de la propia Sala Constitucional, entonces -si se admitiera tal derogatoria o modificación constitucional- se estaría violando gravísimamente el Estado de Derecho. La Constitución Política pasaría a ser un simple papel con letras, carente de valor jurídico alguno.

Así como la Universidad de Costa Rica no puede ser instrumentalizada por el Estado, es decir, utilizada como un medio para conseguir determinadas finalidades políticas, tampoco puede ser inutilizada mediante la exigencia de autorizaciones o refrendos, no solo violatorios de la autonomía universitaria, sino absurdos y carentes del más elemental sentido común.

La Universidad de Costa Rica no es “institución autónoma”, ni “ente descentralizado”

Al afirmarse que la Universidad de Costa Rica no es una “institución autónoma”, ni un “ente descentralizado”, no se está queriendo decir que carezca de autonomía, ni que sea un ente centralizado. 

La naturaleza jurídica de la Universidad de Costa Rica no encaja dentro de la noción de institución autónoma, tal como se encuentra configurada en la Constitución Política y en distintas leyes. Las regulaciones, tanto constitucionales como legales, aplicables a las instituciones autónomas no lo son a la Universidad de Costa Rica. Las instituciones autónomas, aunque poseen personalidad jurídica propia (distinta de la del Estado), patrimonio propio e independencia en materia administrativa, están sujetas a la ley en materia de gobierno (artículo 188 de la Constitución Política). Esta sujeción a la ley en tema de gobierno ha desnaturalizado a las instituciones autónomas, porque han dejado de ser autónomas gracias a la promulgación de múltiples leyes que cercenaron su autonomía y las han convertido en instituciones completamente dominadas por el Poder Ejecutivo.

La Universidad de Costa Rica no es una institución autónoma más. Es mucho más que una institución autónoma. Su naturaleza peculiar impide que quede regulada por las disposiciones generales aplicables a las instituciones autónomas.

Tampoco concuerda la naturaleza jurídica peculiar de la Universidad de Costa Rica con la que corresponde a los entes descentralizados. Esta noción, más amplia que la de las instituciones autónomas, ha pasado a absorberlas. De hecho, el término institución autónoma se encuentra en desuso. Claro está que, en cuanto no está dentro de la esfera de dominación del Poder central, se podría afirmar que la Universidad de Costa Rica goza de descentralización, incluso de descentralización en grado máximo. Pero ocurre que la independencia funcional y la plena capacidad jurídica de la Universidad de Costa Rica no son el resultado de un proceso de descentralización.

El término descentralizado se aplica, por oposición, a aquello que en algún momento estuvo centralizado, pero que no lo está en la actualidad. Descentralizado es el resultado final de un proceso en el que se hubiese conferido algún grado de autonomía a determinado ente. La noción de descentralización admite grados y puede ser compatible con sistemas de mayor o menor dependencia o subordinación. No existe impedimento para que la descentralización otorgada mediante la promulgación de una ley, sea eliminada con la derogatoria o la modificación de esa disposición legal. La independencia otorgada por la Constitución Política a la Universidad de Costa Rica no puede ser eliminada ni restringida, directa o indirectamente, por normas de rango legal. 

Cuando el proceso legal de descentralización no se ha dado -como ocurre en el caso de la Universidad de Costa Rica, cuya independencia tiene origen directamente en el supremo Poder Constituyente- queda evidenciada aún más la absoluta inexistencia de vínculos de subordinación o dependencia respecto del Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo. 

La personalidad jurídica de la Universidad de Costa Rica, creada por la Constitución Política, es originaria. Es decir, su existencia y su alto rango jurídico no se desprenden de un acto legislativo. En este sentido, la Universidad de Costa Rica no puede ser considerada como un ente público menor, esto es, como un ente público de menor jerarquía a la que corresponde a la Administración central. No existe tal relación jerárquica, tal relación de dependencia o subordinación, tal vínculo de ente mayor y ente menor.

Las regulaciones generales, provenientes del Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo, aplicables a los entes descentralizados no pueden menoscabar la independencia funcional y la plena capacidad jurídica atribuidas a la Universidad de Costa Rica por el texto de la Constitución Política.

La Universidad de Costa Rica no es otro ente descentralizado más. Es mucho más que un ente descentralizado.

Universidad de Costa Rica: institución estatal con peculiar rango jurídico

La naturaleza jurídica de la Universidad de Costa Rica, expresada en la Constitución Política, se corresponde con la naturaleza propia de la institución universitaria. El rango jurídico peculiar -muy propio del Derecho constitucional costarricense- atribuido a la Universidad de Costa Rica no fue una ocurrencia de los diputados constituyentes. No fueron palabras vacías, sin sentido o contenido. Por el contrario, en los actuales momentos -más de cincuenta y cinco años después de haber sido aprobada la Constitución Política- es necesario reconocer el profundo sentido, verdaderamente universitario, de quienes propusieron y aprobaron esos textos.

La independencia o autonomía conferida por la Constitución Política no parece encontrar una amplitud tan grande en otros textos constitucionales del mundo. Algunas cartas políticas reconocen la autonomía universitaria, pero la sujetan a la legislación ordinaria. En otras palabras, tales otros textos constitucionales extranjeros admiten que el legislador sí pueda dictar leyes regulando la actividad universitaria.

La independencia o autonomía de la Universidad de Costa Rica existe frente a los órganos y entes pertenecientes al Estado pero, debe expresarse con claridad, no respecto del Estado costarricense, del que forma parte, ocupando una especial e importantísima posición. Por tanto, la independencia o autonomía universitaria no constituye a la Universidad de Costa Rica en un pequeño estado, frente al Estado costarricense. Sus relaciones con el Estado son de armonía, no de oposición. La Universidad de Costa Rica es una parte del Estado costarricense a la que se ha confiado un amplio ámbito -que queda excluido de la interferencia de los Poderes del Estado, de sus entes y órganos- para que desarrolle y ejercite sus funciones con plena libertad. Así quedó definido en la estructura del Estado al entrar en vigencia la Constitución Política. 

La Constitución dispone que el Gobierno de la República es ejercido por el pueblo y tres Poderes distintos e independientes entre sí: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial (artículo 9). No significa esto que exista un único gobierno en Costa Rica. Además del Gobierno de la República, también existe un gobierno de los seguros sociales, a cargo de la Caja Costarricense de Seguro Social (artículo 73), el gobierno municipal administra los intereses y servicios locales en el cantón (artículo 169) y existe también el gobierno correspondiente a las Universidades estatales (artículo 84). El gobierno universitario -que está unido a las atribuciones de autoorganización universitaria- está revestido de plena capacidad jurídica. En esto difiere radicalmente del gobierno de los seguros sociales y del gobierno municipal. Y, con respecto al Gobierno de la República, el gobierno universitario implica un ámbito de libertad o independencia, en el que el Gobierno de la República no puede interferir directa, ni indirectamente. 

Las normas universitarias y la ley se aplican a ámbitos diferentes

La peculiar naturaleza jurídica de la Universidad de Costa Rica -con un régimen constitucional de independencia en sus funciones, de plena capacidad jurídica para darse su gobierno y organización, para adquirir derechos y obligaciones y para tener patrimonio propio y disponer de él- la ubica en una posición especial frente a las leyes. 

La independencia o autonomía universitaria se predica no solo frente a los actos, singulares o generales, del Poder Ejecutivo, sino también frente a las normas legales emanadas del Poder Legislativo. De igual modo, la independencia universitaria también resiste aquellos actos administrativos o legislativos ilegítimos, ocultos en actos o resoluciones del Poder Judicial o emanados de la Contraloría General de la República.

No se trata de que la Universidad de Costa Rica se encuentre excluida o exceptuada del cumplimiento de las leyes, o de determinadas leyes, sino de que la Asamblea Legislativa se encuentra inhibida para dictar leyes que interfieran -directa o indirectamente- en la actividad universitaria, en los amplios términos en que la Constitución Política garantiza su independencia, autonomía o libertad. 

La potestad legislativa no es absoluta. Los derechos o garantías consagrados en la Constitución Política no pueden ser modificados ni eliminados por las leyes. La propia Constitución restringe o condiciona la actividad legislativa (así, por ejemplo, en los artículos 24, 45, 46, 84, 88, 86, 97, 105, 123, 167, 168, 172, 183 y 190). Las atribuciones legislativas de la Asamblea no son irrestrictas: están limitadas por el texto de las normas de la Constitución. No sería legítima, por contraria a la Constitución, una ley emanada de la Asamblea que menoscabara la independencia funcional o la plena capacidad jurídica de la Universidad de Costa Rica.

La posibilidad de que la Asamblea pueda aprobar leyes relativas a materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica, o directamente relacionadas con ellas (artículo 88), nunca significa autorización para interferir en la esfera de competencia atribuida por la propia Constitución (artículo 84). 

La ley no puede menoscabar, restringir o limitar aquello concedido por el texto de la Constitución. La misma Constitución no podría haber autorizado a la Asamblea Legislativa para que -mediante una ley ordinaria- derogara, modificara, restringiera o limitara los alcances de una norma constitucional. Para derogar o modificar la independencia funcional y la plena capacidad jurídica de la Universidad de Costa Rica, consagradas en texto constitucional expreso, tendría que reformarse expresamente la Constitución, mediante los trámites previstos para ello (artículo 195).

Las funciones universitarias, a las que la Constitución garantiza un régimen jurídico de independencia, al igual que la plena capacidad jurídica gubernativa, organizacional, contractual y patrimonial, son intangibles para la ley. Admitir otra cosa sería admitir la posibilidad de que por ley se pudiera establecer la estructura de la Universidad, o que se designara a sus autoridades, o que los miembros del Consejo Universitario fuesen designados por el Presidente de la República. 

Otra cosa son las materias puestas bajo competencia de la Universidad mediante ley ordinaria. La Asamblea Legislativa puede ampliar el núcleo constitucional de las atribuciones universitarias, adicionando otras, pero nunca podría reducirlo ni eliminarlo. Un ejemplo de esto es la ley que asigna funciones fiscalizadoras de la red vial nacional al Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos Estructurales de la Universidad de Costa Rica.

La ley ordinaria no puede interferir en las funciones o actividades universitarias. No puede restringir, condicionar o regular la actividad de la Universidad de Costa Rica como institución, así como tampoco la de sus funcionarios, los cuales están sujetos al gobierno y organización peculiares de la Universidad, no al gobierno u organización dispuestos por normas legales. El principio de legalidad aplicable a los funcionarios públicos en general, no puede ser aplicado a los funcionarios universitarios. Las regulaciones legales aplicables a las instituciones públicas o estatales, en general, no lo son a las Universidades estatales porque gozan de un régimen especial de independencia. Las actuaciones de la Universidad de Costa Rica, como institución, no requieren de autorizaciones legales previas. No es la ley la que habilita a la Universidad para gobernarse, organizarse, o para contratar, o para administrar y disponer de los bienes de su patrimonio. La habilitación para su actuación, en términos muy amplios, procede de las atribuciones que directa y expresamente le ha conferido la Constitución Política (artículo 84). En vez de poder hacer solo lo que la ley la hubiese autorizado, la Universidad de Costa Rica puede hacer todo aquello que no lesione la moral o el orden público, ni perjudique a tercero (en aplicación del artículo 28 de la Constitución que consagra el principio de libertad). La capacidad plena atribuida a la Universidad de Costa Rica tiene la misma estructura jurídica que la de los sujetos de derecho privado.
La Constitución Política dispone que los funcionarios públicos están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas por ella (artículo 11). No significa esto que la Asamblea Legislativa se encuentre habilitada para dictar normas legales aplicables a los funcionarios universitarios, porque el Parlamento debe respetar la independencia o autonomía universitaria, consagrada constitucionalmente.

Los funcionarios universitarios no requieren de habilitación legal para ejercitar sus facultades. Sus atribuciones las define la Universidad de Costa Rica, como consecuencia de su potestad constitucional de gobierno y de organización. El peculiar régimen jurídico autonómico propio de las Universidades estatales determina que a los funcionarios universitarios no les resulten aplicables las disposiciones legales propias del resto de los funcionarios públicos. El principio de legalidad debe ser analizado desde el punto de vista del régimen jurídico propio de las Universidades estatales. Más que de legalidad, de trata de un principio de juridicidad y, más concretamente, de juridicidad constitucional.

También establece la Constitución que las relaciones entre el Estado y los servidores públicos serán reguladas por un estatuto de servicio civil, para garantizar la eficiencia de la administración (artículo 191). Los funcionarios universitarios, aunque son servidores públicos, no lo son del Estado, sino de una institución estatal que goza de independencia o autonomía y, por tanto, no se encuentran regulados por el estatuto de servicio civil, sino por las normas universitarias aplicables.

Por otra parte, el hecho de que la Constitución Política indique cuáles son los deberes y atribuciones de la Contraloría General de la República y que adicione las demás que esta Constitución o las leyes le asignen (artículo 184, inciso 5), no significa que la Asamblea Legislativa pueda aumentar los deberes y atribuciones de esa institución (que auxilia a la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la hacienda pública), permitiéndole interferir o restringir la independencia o autonomía universitaria en alguna de sus distintas facetas. Claro está que puede legislar, aumentando atribuciones y deberes, pero no puede afectar las actividades universitarias comprendidas dentro de la independencia o autonomía.

La Universidad, como institución pública, está sometida a evaluación de resultados y a rendición de cuentas de conformidad con lo que disponga la ley (artículo 11 de la Constitución). Esto no implica interferencia en las actividades universitarias, ni restricción o condicionamiento de ellas; los resultados -peculiares de la actividad universitaria- deben ser objeto de evaluación y la institución universitaria debe rendir cuentas de su gestión. Sin embargo, ¿quién evalúa sus resultados y a quién se rinden cuentas? El ente u órgano asignado, si no fuera un órgano de la propia Universidad, jamás podría quedar convertido en superior jerárquico de la Universidad: no podría obligar a que se adoptaran determinadas medidas.

Algo semejante a lo anterior sucede con la aprobación del presupuesto de la Universidad de Costa Rica. La Constitución Política no obliga a que deba ser aprobado por la Contraloría General de la República, como sí sucede con los presupuestos de las Municipalidades y de las instituciones autónomas (artículos 175 y 184, inciso 2). Es un contrasentido que el presupuesto de la Universidad -independiente y con plena capacidad jurídica- tenga que ser aprobado por un órgano ajeno, como lo es la Contraloría General. Tal aprobación implica vínculos de subordinación contrarios a la naturaleza jurídica de la Universidad de Costa Rica.

Debe tenerse presente que compete a la Universidad darse su gobierno y su organización. Es decir, se regula por normas propias, por normas universitarias. No tiene sentido afirmar que las leyes de la República le son aplicables mientras no existan normas universitarias que regulen la materia específica. La legislación ordinaria nunca puede interferir en el ámbito de independencia o autonomía universitaria. La exclusión -legítima- de la aplicación de las leyes en el ámbito universitario no obedece a la inexistencia de normas universitarias, sino a la independencia o autonomía constitucionalmente establecida. Las disposiciones legales carecen de carácter supletorio, esto es, su aplicación en la Universidad no proviene de la ausencia de norma universitaria. En el caso de ausencia de disposiciones universitarias, el vacío normativo puede suplirse aplicando principios de Derecho o, como antes se indicó, aplicando analógicamente las leyes.

Entre leyes nacionales y normas universitarias no se configura una relación de normas generales con normas especiales. Si así fuera, la norma especial prevalecería sobre la de rango general (lex specialis derogat gereralis). Si resultara aplicable el criterio de la especialidad, entonces el gobierno y la organización universitarios, sus funciones y su capacidad contractual, no constituirían una atribución exclusiva y excluyente de la propia Universidad de Costa Rica. La Asamblea Legislativa y el Poder Ejecutivo, en tal falsa hipótesis, podrían dictar disposiciones atinentes a la organización, gobierno, funciones, capacidad contractual y patrimonio universitarios. La promulgación de normas universitarias -especiales- evitaría los efectos de las disposiciones de carácter estatal. En ausencia de regulación universitaria, resultarían aplicables las disposiciones generales estatales. Este razonamiento, como ha sido expresado, es incorrecto e inaceptable.

Las normas dictadas por la Universidad de Costa Rica no poseen el carácter de leyes especiales. Les corresponde el rango de leyes materiales (que podrán ser generales o especiales, según sea su alcance), con igual rango frente a la Constitución Política que el propio de las leyes formales emanadas de la Asamblea Legislativa. Las disposiciones normativas universitarias versan sobre todo lo que sea universitario. Comprenden -legítimamente- no solo la docencia, la investigación y la acción social, sino toda otra actividad relacionada con la cultura superior y, además, todo aquello que se encuentre comprendido dentro del concepto de organización, dentro del concepto de gobierno y dentro de la amplia noción de contratación. La actividad administrativa, de gestión ordinaria, de esta Institución se encuentra incluida también dentro de la independencia o autonomía constitucionales.

Ninguno de estos ámbitos universitarios puede ser objeto de regulación -directa ni indirecta- por leyes formales provenientes de la Asamblea Legislativa, ni por disposiciones del Poder Ejecutivo, ni -mucho menos- por acuerdos emanados de la Contraloría General de la República, ni de la Procuraduría General de la República.

Comentarios someros sobre algunas leyes

La Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos reconoce, tímidamente, la autonomía de las Universidades estatales y dispone que a estas instituciones únicamente se les aplicarán los principios de dicha Ley. No obstante, en la aplicación práctica se ha querido obligar a las Universidades a implantar determinados procedimientos y se les ha impuesto restricciones y condicionamientos a su gestión administrativa.

Muchas leyes, aunque aplicables a las Universidades y a los universitarios, no violentan la independencia o autonomía analizada. Se trata de leyes generales aplicables a todas las personas, físicas o jurídicas, públicas o privadas. De esta forma, por ejemplo, el Código de Trabajo, el Código Civil, el Código de Comercio, las normas sobre inscripción de bienes en el Registro Público, las normas con legítimo carácter de orden público, entre otras, el Código Penal, las disposiciones sobre procedimientos judiciales, las normas sobre seguridad en construcciones, sobre urbanización, sobre cuestiones ambientales, de salud, etc.; todas estas disposiciones legales regulan la capacidad jurídica de las personas, en general, y son aplicables también a las Universidades estatales y a sus funcionarios.

No es admisible, por contraria a la Constitución Política, una ley que con el pretexto de regular en general determinada materia, imponga particulares sujeciones, restricciones o limitaciones -directa o indirectamente- a las Universidades estatales. 

En cuanto a la aplicación de la Ley de Contratación Administrativa a la Universidad de Costa Rica, debe tenerse en cuenta que la Constitución Política establece que se utilizará el trámite de licitación para los contratos de ejecución de obras públicas de los Poderes del Estado, las Municipalidades y las instituciones autónomas, lo mismo que las compras con fondos de esas entidades y las ventas o arrendamientos de bienes suyos (artículo 182). En esta norma constitucional no está comprendida la Universidad de Costa Rica, que se regula por un régimen jurídico autonómico peculiar. La capacidad jurídica plena universitaria para adquirir derechos y obligaciones, en relación con su patrimonio propio, no puede ser restringida, condicionada, ni eliminada por normas emanadas de la Asamblea Legislativa.

La Universidad de Costa Rica no necesita autorización alguna de la Contraloría General para iniciar un procedimiento de adquisición de bienes o de servicios, como lo obliga la Ley de Contratación Administrativa al resto del sector público. La adjudicación de las licitaciones universitarias no puede ser conocida en apelación por la Contraloría General ni, mucho menos, puede esta decidir en vez de la Universidad de Costa Rica. La Contraloría General no es superiora jerárquica.

No significa lo anterior que en el ámbito universitario deba reinar la anarquía, el descontrol y la irresponsabilidad. Rechazar la indebida subordinación a la Contraloría General no implica nada de eso. La administración universitaria debe ser racional, prudente, cautelosa, diligente, pero conforme a decisiones y criterios propios, universitarios, no conforme a normas, lineamientos o disposiciones ajenos a la Institución, impuestos desde fuera.

En lo que respecta a la Ley General de la Administración Pública debe decirse, en primer lugar, que es una ley de carácter ordinario. Es decir, no es una ley que tenga rango superior al de otras leyes, ni tampoco que tenga rango constitucional. Contiene normas de procedimiento y de organización, comunes a los entes u órganos de la Administración Pública, establece un sistema centralista con el Presidente de la República a la cabeza, regula el régimen de responsabilidades civiles y, entre otras cuestiones más, regula los distintos recursos administrativos.

Esta Ley, en cuanto impone normas sobre gobierno y sobre organización o sobre capacidad jurídica de las instituciones y de los funcionarios, puede estar rozando con la independencia o autonomía garantizada por la Constitución Política a las Universidades estatales. Desde luego que las Universidades estatales no pueden recibir órdenes o directrices del Presidente de la República y, para agregar otro asunto a modo de ejemplo, el procedimiento administrativo de declaratoria de nulidad de un acto no puede quedar subordinado al parecer favorable de la Contraloría General de la República.

Esta Ley no es aplicable directamente a la Universidad de Costa Rica ni a las otras Universidades estatales. Sin embargo, sí puede ser aplicada por analogía. Esto significa que los principios de Derecho desarrollados en estas normas, lo mismo que los procedimientos, sí pueden ser objeto de aplicación en el ámbito universitario. 

Una intromisión absolutamente inaceptable en el ámbito universitario podría pretender fundamentarse en la aplicación de la Ley General de Control Interno y en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Estas leyes agregan deberes y atribuciones a la Contraloría General, adicionando los establecidos por la Constitución Política. Este aumento de potestades -de origen puramente legal- no puede modificar los alcances de la independencia o autonomía universitaria -con origen en la propia Constitución Política-.

Al aumentarse los poderes de control y de fiscalización se convierte a las auditorías internas de las instituciones públicas en una especie de agencia de la Contraloría General. Los dictámenes de la auditoría interna deben ser puestos en práctica por el funcionario a quien se dirigen. Si no está de acuerdo, debe motivar su respuesta sugiriendo soluciones al problema y elevar el asunto a su superior jerárquico. Éste resolverá el punto, ordenando la ejecución del dictamen de la auditoría, acogiendo la sugerencia del funcionario o disponiendo otra solución. Si la auditoría interna no estuviera de acuerdo con la solución adoptada, distinta de la sugerida, puede llevar el caso a la Contraloría General, la que decidirá en definitiva y su decisión resultará obligatoria al funcionario y al jerarca de la institución, pudiéndose iniciar un proceso penal por desobediencia a la autoridad.

Esta sujeción o subordinación, tanto a la auditoría interna, como a la Contraloría General, es -como ya se dijo- absolutamente inaceptable para las Universidades estatales. Ni la auditoría interna, ni la Contraloría General, tienen competencia para administrar la Universidad, ni para decidir por ella, ni para obligarla a obedecer órdenes. El gobierno, la organización, la capacidad contractual patrimonial, de la Universidad de Costa Rica son libres e independientes y no admiten tales vinculaciones, condicionamientos o restricciones.

De la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República puede comentarse que dispone que determinados dictámenes administrativos suyos resultan vinculantes para los entes, órganos o funcionarios públicos. La Universidad de Costa Rica no puede estar vinculada u obligada por un dictamen de la Procuraduría General. Ésta no es superior jerárquico suyo y su Ley Orgánica no puede dejar sin efecto la independencia o autonomía constitucionalmente conferida.

La Ley del Sistema de Nacional de Archivos establece que los documentos de las instituciones públicas pueden quedar incorporados al patrimonio científico-cultural. Dentro de ciertos plazos, deben ser transferidos a la Dirección General del Archivo Nacional, momento a partir del cual quedarán formando parte del fondo documental de dicha Dirección. Esta Ley no puede trasladar la propiedad de documentos -pertenecientes a la Universidad de Costa Rica- a otra institución. Estaría desconociendo la existencia del patrimonio universitario y de las distintas dimensiones de la independencia o autonomía conferidas por la Constitución Política.

Otra ley obliga a que los bienes en desuso de las instituciones públicas deban ser entregados a la Proveeduría Nacional para que este les asigne otro destino, que puede ser la donación a otros establecimientos. Si este deber legal quisiera imponerse a la Universidad de Costa Rica, igualmente, se estaría violando su patrimonio propio y su independencia o autonomía.

La referencia genérica en las leyes a las instituciones públicas no significa que las Universidades estatales queden incluidas dentro de tales regulaciones, debido a la independencia o autonomía que les corresponde conforme a la Constitución Política.
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